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Es cierto que el interés fundamental de los cultivadores del 
Derecho canónico, especialmente de los canonistas empeñados en 
funciones de gobierno o de docencia, se ha dirigido, en las últimas 
décadas, al estudio en clave hermenéutica y frecuentemente apolo, 
gética de la norma en cuanto tal. Es decir, se ha visto la prioritaria 
necesidad de consolidar los fundamentos del Derecho ~n la vida de 
la Iglesia, de analizar en profundidad las razones teológicas y la 
específica juridicidad de la norma canónica, y de poner de manifies' 
to las líneas directivas y el alcance de la reforma legislativa sucesiva 
al Concilio Vaticano 11. Pero no parece que haya habido un interés 
paralelo de los canonistas respecto a los problemas de l~ interpreta' 
ción de la ley en la Iglesia. 
No pienso, si embargo, que se deba hablar de falta de interés 
en el asunto, sino sencillamente de falta de suficiente tiempo para 'la 
reflexión, debido, en buena parte, al sucederse y sobreponerse de 
otras tareas más urgentes. De hecho, a ningún cultivador del dere, 
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cho escapa la importancia de la función interpretativa de la norma, 
tanto para la tutela de la mens y de la voluntas legislatoris, como para 
la adecuada implantación de la misma norma en la realidad social a 
la que se han dirigido la ley y el mensaje legislativo. Se puede, 
efectivamente, aplicar al derecho de la Iglesia la descripción, más 
que definición, que de la interpretación jurídica ha dado Vittorio 
Frosini; a saber: «una técnica interpretativa del mensaje legislativo, 
ya que por obra suya (simple o compleja, inmediata o diferida, fácil 
o difícil) aquel mensaje adquiere verdadera consistencia en la comu, 
nicación a los interesados» l. Permítaseme añadir que esta consisten, 
cia o incisividad práctica del mensaje legislativo, adquiere un parti, 
cular relieve en el caso de la interpretación auténtica de la ley 
canónica, es decir, de la interpretación ab auctoritate, hecha por el 
mismo legislador o por quien -persona física u organismo de gobier, 
no- haya recibido del legislador la potestad necesaria. 
Entramos así en el tema que me ha sido confiado, y que 
pretendo desarrollar en los siguientes puntos: 1.0 razón de ser del 
Consejo Pontificio para la Interpretación de los textos legislativos; 
2.° la interpretación auténtica «per modum legis»; 3.° los juicios o 
dictámenes de congruencia de la leyes particulares con las leyes 
universales de la Iglesia; 4.° la «recognitio» de los decretos generales 
de los organismos episcopales; 5.° la colaboración técnica de este 
Consejo Pontificio con los demás Dicasterios de la Curia Romana; y 
6. ° la metodología de trabajo. Teniendo en cuenta la amplitud del 
tema, me parece obligado advertir, in limine tractationis, que esta 
intervención tendrá solamente el carácter modesto de una exposi, 
ción sintética. 
1. ENCUADRAMIENTO TEOLÓGICO,JURÍDICO DEL CONSEJO 
PARA LA INTERPRETACIÓN DE LOS TEXTOS LEGISLATIVOS 
En un incisivo comentario a la Consto Ap. Pastor Bonus, sobre 
la nueva organización de la Curia Romana, el teólogo Umberto Betti 
1. V. FROSINI, Lezioni di teoria del/'interpretazione giuridica, Milano 1989, p. 108. 
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ha escrito que «las decisiones de los Dicasterios en los que aquélla 
(la Curia Romana) está orgánicamente estructurada ( ... ), aunque no 
sean actos específicos del Papa, reflejan sin embargo su pensamiento 
y su voluntad, y son el conducto de su presencia para sostener a los 
Obispos en el deber primario y fundamental de «promover y defen, 
der la unidad de la fe y de la disciplina común a toda la Iglesia» 
(Lumen Gentium, n.23) en las Iglesias particulares a ellos confiadas» z. 
Considero que este deber de comunión y esta voluntad de la Cabeza 
y de los miembros del Colegio Episcopal -especialmente si son 
Pastores de Iglesias particulares- de «promover la disciplina común 
a toda la Iglesia» 3, constituye la primaria razón eclesiológica de la 
existencia del Consejo Pontificio para la Interpretación de los textos 
legislativos; del mismo modo que el deber y la voluntad de «promo, 
ver y defender la unidad de la fe» han ofrecido un sólido fundamen, 
to a la existencia -ya desde las reformas de Sixto V, S. Pío X y 
Pablo VI - de la Congregación para la Doctrina de la Fe. 
Esta comparación entre la Congregación y el Consejo podrá 
quizás parecer forzada y tal vez ' presuntuosa, aunque en realidad 
ninguno de estos dos Dicasterios puede, obviamente, atribuirse la 
exclusividad de estas importantes competencias sobre la doctrina y 
sobre la disciplina, que implican la responsabilidad de toda la Curia 
Romana y, más aún, de todo el ministerio primacial del Papa. Pero 
la comparación parece justificada si se tiene en cuenta ese específico 
nivel de la comunión que en el plano jurídico y pastoral aparece bajo 
el nombre de «comunión jerárquica». Con razón el Presidente de la 
comisión encargada de preparar el último proyecto de la Consto Ap. 
Pastor Bonus, ha comentado: «En este marco (de la comunión jerár, 
quica) el ministerio del Sumo Pontífice, instituido por Cristo como 
principio y fundamento perpetuo y visible de la unidad y de la 
comunión de su Iglesia, se manifiesta primariamente ordenado a 
servir a la unidad jerárquica. El ministerio pe trino existe en la Iglesia 
para que el Episcopado sea unus et indivisus, como proclamó el 
2. La CoUOcazione ecclesiologica de/la Curia Romana, en "L'Osservatore Romano», 9 de 
julio de 1988, p. 1. 
3. CIC, can. 392, § 1. Cfr. además de Lumen gentium, n. 23, Christus Dominus, n. 16; 
PABLO VI, Ex. Apost. Quinque iam anni, 8 de diciembre de 1970,1; AAS 63 (1971), p. 100. 
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Concilio Vaticano 1 (Const. Dogm. Pastor Aetemus) y ha solemne~ 
mente reafirmado el Vaticano II (Lurnen Gentium, n. 18)>> 4. 
El Papa (y con él la Curia Romana) sirve a la unidad de 
aquéllos que, a su vez, están al servicio de la comunión en las 
respectivas Iglesias particulares. Y cumple este supremo servicio pas~ 
toral ya sea con la alta autoridad de su Magisterio, ya sea con el 
ejercicio de su primado de jurisdicción, el cual en el ámbito de la 
potestad legislativa comprende entre otras cosas: la interpretación 
auténtica de las leyes 5, la garantía de la legalidad en el ejercicio de 
la actividad legislativa en los diversos niveles de potestad y la tutela 
de la necesaria jerarquía normativa, es decir, de la congruencia de 
las normas emanadas por los legisladores inferiores a la suprema 
potestad con las leyes universales de la Iglesia 6. 
Más adelante tendremos oportunidad de examinar estas mani~ 
festaciones del primado de jurisdicción del Papa, que el Concilio 
Vaticano II y la nueva legislación canónica han precisado más cla~ 
ramente aun que en el pasado. Basta ahora subrayar que la institu~ 
ción del Pontificium Consilium de legum textibus interpretandis 7 ha 
obedecido a una primaria razón eclesiológica de servicio a la «comu~ 
nión jerárquica». Una razón ésta de naturaleza doctrinal, que está 
íntimamente unida a otras dos motivaciones de orden prevalente~ 
mente jurídico: 
La) Considerada la peculiar naturaleza de la Iglesia y del orde~ 
namiento canónico, ha parecido conveniente la existencia de un 
organismo permanente (al mismo tiempo técnico y pastoral) apto 
para ayudar al Legislador supremo en la interpretación auténtica de 
4. Cardo S. BAGGIO, lA dimensione pastoTale tkf senJizio della Curia Romana, en «L'Osser-
vatore Romano», 13 de julio de 1988, p. 1. 
5. Cfr. CIC, can. 16, § 1; CCEO, can. 1948, § 1. 
6. Cfr. CIC, can. 135, .§ 2; CCEO, can. 985, § 2. 
7. Cabe preguntarse el porqué de la expresión de legum textibus interpTetandis que podría 
haber sido sustituida por de legibus interpTetandis, más sencilla e igualmente correcta. La 
razón se puede quizás encontrar en la misma historia del texto relativo al Consejo, repetida-
mente modificado en los esquemas de las tres comisiones que se sucedieron en la prepara-
ción del proyecto de la Pastor Bonus. De hecho, en los primeros esquemas el Consejo se 
denominaba Pontificia Cómmissio legibus appaTandis et interpTetandis, y después Pontificia Com-
missio legum textibus appaTandis et interpretandis, dado que la Comisión no prepararía las leyes, 
sino los esquemas o proyectos de las leyes: y esta precisión terminológica ha permanecido 
tras la supresión de appaTandis, que podía dar lugar a equívocos. 
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las leyes, ya se trate de interpretación declarativa, ya de una inter~ 
pretación con carácter constitutivo (explicativa, restrictiva o exten~ 
siva) 8. No me parece necesario recordar ahora con detalle y comen~ 
tar el desarrollo histórico y doctrinal de la teoría general de la 
interpretatio o aperta significatio legis 9. Es sabido que las líneas funda~ 
mentales de esta doctrina (necesidad y normas de la interpretación, 
autor, tipología y variedad de efectos vinculantes) se encuentran ya 
en los glosadores 10 y fueron posteriormente desarrolladas de manera 
definitiva por Francisco Suárez 11, entre otros maestros; y, en nuestro 
siglo, por los comentadores del CIC 1917 y del CIC 1983 12, así 
como en importantes estudios monográficos como los de Emilio 
Betti y Orio Giacchi 13. En cambio, lo que sí nos parece oportuno 
recordar ahora es que, en el Derecho canónico, la interpretación 
auténtica general o per modum legis, encomendada al Consejo Ponti~ 
ficio, se debe distinguir de la llamada interpretación singular o par~ 
ticular per modum sententiae iudicialis aut actus administrativi (can. 16, 
§ 3), que sólo se refiere y obliga a las personas y en los casos para 
los que ha sido dada. 
Esta peculiar forma de interpretación auténtica per modum 
legis, que no tiene claro paralelo en los ordenamientos civiles, no 
sólo se fundamenta en una tradición milenaria que hunde sus raíces 
en el derecho romano, sino que se apoya sobre sólidas razones doc~ 
trinales, que afectan a la noción misma de la ley canónica y de la 
potestad eclesiástica 14. Ya Benedicto XV, en el acto de constitución 
de la Pontificia Comisión Intérprete del Código de Derecho Can6ni~ 
co de 1917, explicó: «Ecclesiae bonum, ipsiusque natura rei postulant ut, 
8. Cfr. CIC, can. 16, § 2; CCEO, can. 1948, § 2.' 
9. ROOERIUS, glosa a la palabra interpretado del Dig" 1, tito 11 De origine iuris, lex 1, facturus. 
10. Cfr. por ejemplo MARTINUS, glosa al Codo Just. 1, 1, tit XIV, !ex 1 InteT aequitatem 
Bibl. nato ms. lat 4523, fol. 15, V. 
11. F. SuÁREz, De legibus, Lib. VI: De interpretatione, mutatione et cessatione legis, en 
,Opera omnia, Patis 1856, vol. V-VI. 
12. Para la bibliografía más significativa, cfr. J.L. GUTIÉRREZ, Alcune questioni suU'inter-
preta:tione deUa legge, en «Apollinaris .. , LX (1987), p. 507, nota 1. 
13. Cfr. E. BETIl, Teoria generale deU'interpretazione, 2 vol., Milano 1955; Interpretazione 
deUalegge e degli atti giuridici, Milano 1971; O. GIACCHI, Formazione e sviluppo della dottrina 
deU'interpretazione auteTítica in Diritto Canonico, Milano 1935. 
14. Cfr. R.J. ' CASTlLLO LARA, De iuris canonici authentica interpretatione in actuositate 
Pontificiae Commissionis adimplenda, in Communicationes, 20 (1988), p. 267. 
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quantum fieri potest, caveamus ne aut incertis privatorum hominum de 
germano canonum sensu oPinionibus et coniecturis, aut crebra novarum 
legum varietas, tanti operis stabilitas in discrimen aliquando vocetur» 15. 
y en términos similares se expresó Juan Pablo II al constituir la 
equivalente Comisión Intérprete del CIC 1983: « ..• aliquando quaes~ 
tio oriri potest de legislatoris voluntate et mente, sicque interpretatio 
requiritur, quae legum germanam rationem demostret ad quaslibet dubi~ 
tationes vel ambiguitates dissipandas» 16. 
2.a ) Pero junto a la necesidad de facilitar la obediencia a las 
leyes asegurando autoritativamente -sin perjuicio de la jurispruden~ 
cia o de la ciencia canónica - su recta interpretación y aplicación, 
existía otra necesidad vivamente sentida desde el comienzo de los 
trabajos de la nueva Codific~ción canónica. Me refiero a la conve~ 
niencia de que, dejando a salvo la pluralidad y posible diversidad de 
los derechos particulares (ulteriormente aumentada por el Concilio 
Vaticano II al añadir las Conferencias Episcopales a las precedentes 
fuentes de derecho infra auctoritatem supremam, se garantizase tam~ 
bién la necesaria unidad fundamental y la congruencia interna de 
toda la legislación eclesiástica. De esta necesidad se hizo ya una 
clara mención en el n. 5 de los PrinciPia quae Codicis Iuris Canonici 
recognitionem dirigant, aprobados por el Sínodo de los Obispos en 
octubre de 1967 17, Y fue debidamente tenida en cuenta en el proce~ 
so de elaboración del proyecto del nuevo Código 18. Es más, para 
tutelar la certeza jurídica yel principio de la jerarquía normativa, 
válido en toda sociedad rectamente ordenada, el CIC 1983 ha esta~ 
blecido netamente en el can. 135 § 2: A legislatore inferiore lex iuri 
15. Motu pro Cum iuris canonici, 15 de septiembr~ de 1917: AAS 9 (1917), p. 483. Sobre 
los precedentes históricos de esta Comisión, cfr. J. OTADUY, Naturaleza y función de la 
Comisión Pontificia para la Interpretación del CIC en «Ius Canonicum», XXIV (1984), p. 750; 
Cfr. R.J. CASTILLO LARA, De iuris canonici authentica ... , cit., pp. 269-270. Sobre la interpre-
tación auténtica y la Comisión de Interpretación del CIC 1917, cfr. A. BREMS, De interpre-
tatione authentica Codicis I.e. per Ponto Commisionem en «Ius Pontificium» 15 (1935), pp. 
161-190; 298-313; 16 (1936), pp. 70-105; 217-256. 
16. Motu pro Recognito Iuris Canonici Codice, 2 de febrero de 1984: AAS 76 (1984), pp. 
433-434. 
17. Cfr. Communicationes, 1 (1969), p. 8l. 
18. Cfr por ejemplo, las respuestas de la Secretaría de la Comisión a las observaciones 
hechas a los can. 6 y 34 del Schema sometido a la Plenaria de octubre de 1981: Communica-
tiones,14 (1982), pp. 129-131 y 136. 
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superiori contraria valide ferri nequit; norma retomada después por el 
CCEO, en el can. 985 § 2. 
Pero: ¿qué autoridad, y con qué procedimiento debía emitir 
estos juicios de congruencia entre el acto del legislador inferior y las 
leyes emanadas por la Suprema autoridad? Es una pregunta que 
algunos nos hacíamos 19, dado que en el propio Código nada había 
sido establecido al respecto, mientras que al dejarse de lado el pro' 
yecto de la Lex Ecclesiae Fundamentalis se había descartado simultá, 
neamente la siguiente norma, que aparecía como can. 85 § 1 del 
último proyecto de dicha ley: «Uni Romano Pontifici competit, per se 
vel per peculiare institutum ah ipso. conditum, nullam declarare aliam 
legem sicut et quodvis decretum vel praeceptum quae huius Legis Funda, 
mentalis prescriptis sit contraria, et quidem sive ad petitionem eorum qui 
se grava tos exsistiment sive ex officio» 20. La Consto Ap. Pastor Bonus, 
con la institución del Consejo Pontificio para la Interpretación de 
los textos legislativos, ha resuelto el problema, y de este modo ha 
llenado una laguna jurídica, que dejaba en una mera declaración de 
principio la necesaria tutela de la jerarquía normativa en la Iglesia. 
y lo ha hecho precisamente -no podía ser de otro modo- en clave 
de interpretación legislativa ah auctoritate. 
n. EL CONSEJO y LA INTERPRETACIÓN AUTÉNTICA PER MODUM 
LEGIS 
Dado que las cuatro principales atribuciones jurídicas confia' 
das por el legislador al Consejo están directa o indirectamente liga, 
das a la función interpretativa, la Consto Ap. Pastor Bonus hace en 
el arto 154 una afirmación general de competencia que, como para 
todos los Dicasterios de la Santa Sede, se ejercita con una potestad 
de carácter ordinario y vicario 21: «La función del Consejo consiste 
19. Cfr J. HERRANZ, La triplice articolazione della potesta di govemo nella Chiesa, conferen-
cia en el "XIII incontro del Gruppo Italiano Docenti di Diritto Canonico .. , La Mendola 
1986, p. 17; J.L. GUTIÉRREZ, Estudios sobre la Organización Jerárquica de la Iglesia, Pamplona 
1987, p. 200. 
20. Cfr Communicationes, 13 (1981), p. 81. 
21. Cfr. Consto Ap. Pastor Bonus, n. 8. 
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sobre todo en la interpretación de las leyes de la Iglesia». Inmedia, 
tamente después, respecto a las leyes emanadas por la Suprema 
autoridad puntualiza: «Consilio competit Ecclesiae legum universalium 
interpretationem authenticam pontificia auctoritate firmatam proferre, au, 
, ditis in rebus maioris momenti Dicasteriis, ad quae res ratione materiae 
pertinet» 22. El análisis exegético de este texto permite hacer algunas 
breves consideraciones: 
a) el texto reproduce quoad substantiam el n. 1 del Motu pro 
Recognito Iuris Canonici Codice 23, que fijaba en esta única función 
-pero limitada a la Iglesia latina- la competencia de la desapare, 
cida Comisión Intérprete del CIC 1983; 
b) en la expresión Ecclesiae legum universalium se incluyen: el 
Código de Derecho Canónico; el Código de los cánones de las 
Iglesias orientales 24; las leyes peculiares o especiales -presentes o 
futuras- de carácter universal, aunque se refieran sólo a una deter, 
minada materia (como son, por ejemplo, las Constituciones Apostó' 
licas sobre la elección del Romano Pontífice, sobre las Causas de los 
santos y la misma Consto Ap. Pastor Bonus); finalmente, las leyes 
disciplinares universales que no están contenidas en el CIC o en el 
CCEO ni por ellos ex integro ordinantur (CIC can. 6 § 1, 4.°; CCEO 
can. 6, 1.0), y que por eso no han sido abrogadas con la promulga, 
ción de estos dos Códigos; 
c) la confirmación de la interpretación auténtica por parte del 
Papa -pontificia auctoritate firmata- se señala ahora ordinariamen, 
te en los «Responsa» del Consejo con la fórmula: «Summus Pontifex 
in audientia ( ... ) de supradicta decisione certior factus, eam confirmavit 
et promulgari iussit». En el Motu propio constitutivo de la Comisión 
22. Consto Ap. Pastor Bonus, arto 155. 
23. "Huic soli Commissioni ius erit canonum Codicis iuris canonici aliarumque Ecclesiae 
Latinae legum unillersalium interpretationem authenticam proferendi Nostra Auctoritate firman-
dam, auditis tamen in rebus maioris momenti Dicasteriis, ad quae res ratione materiae pertinet»: 
AAS 76 (1984), p. 434. 
24. Tras una petición nuestra de clarificación, nos fue comunicado en nombre del 
Legislador que: "la competencia del Consejo Pontificio para la Interpretación de los Textos 
Legislativos comprende también la interpretación auténtica del Codex Canonum Ecclesiarum 
Orieritalium y de las leyes comunes a todas las Iglesias Orientales» (Carta del Pro-Secretario 
de Estado, S.E.R. Angelo Sodano, del 27 de febrero de 1991: Communicationes, 23 [1991], 
p. 14). 
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Intérprete del CIC 1917 no se exigía -si bien en la práctica ocurría 
así- la confirmación del Sumo Pontífice. Pero eso no significa que 
en ambos casos no haya sido conferida por el Legislador una igual 
potestad interpretativa ordinaria (cfr. CIC 1917, can. 17 § 1; CIC 
1983, can. 16 § 1 y CCEO, can. 1948 § 1); 
d) en cuanto a los tipos de interpretación auténtica, es obvio 
-en otro caso el Legislador habría introducido las relativas claúsu' 
las limitativas- que el Consejo puede hacer los cuatro tipos de 
interpretatio authentica per modum legis antes recordados, que han 
sido tradicionalmente individuados por la doctrina, y nuevamente 
sancionados en los vigentes Códigos latino y oriental. Sin embargo, 
en el caso de las interpretaciones constitutivas -explicativas, res' 
trictivas o extensivas- es decir, aquéllas que en la práctica introdu' 
cen una nueva ley y no tienen por eso carácter retroactivo, se pedirá 
al Romano Pontífice la aprobación específica; 
e) esta potestas interpretandi del Consejo no contiene en cam, 
bio la potestas supplendi legem: por tanto, a las eventuales lacunae 
iuris deberán proveer el Legislador (emanando las oportunas normas 
de carácter general), o bien la autoridad judicial o administrariva 
recurriendo en los casos singulares a las fuentes de Derecho supleto, 
rio previstas en el CIC, can. 19 (cfr. CCEO, can 1501); 
f) las interpretaciones auténticas per modum legis ordinariamen, 
te son promulgadas, yeso no sólo porque la promulgación es un 
requisito esencial de la ley (cfr. CIC, can. 7; CCEO, can. 1488 § 2), 
sino también porque ahora el Legislador ha establecido que sean 
asimismo promulgadas las interpretaciones meramente declarativas 
(cfr. CIC, can. 16 § 2; CCEO, can-o 1498 § 2) 25; 
g) en cuanto a la hermenéutica de la interpretación, es obvio 
que se siguen las reglas tradicionales enunciadas en el can. 17 del 
CIC y en el can. 1499 del CCEO; en primer lugar, el criterio de la 
interpretación literal: leges intellegendae sunt secundum propriam ver, 
25. El CIC 1917, can. 17 § 2 exigía la promulgación solamente de las respuestas de 
carácter constitutivo (extensivas, restrictivas y explicativas), en cuanto introducían una 
nueva normativa. La correspondiente Comisión de interpretación publicó 219 (la última en 
1952). Respecto al porqué no han sido publicadas todas las respuestas auténticas de la 
Comisión de Interpretación del CIC 1917 y del CIC 1983 (cfr. R.J. CASTILLO LARA, De iuris 
canonici authentica .. . , cit., p. 286). 
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borum significationem in textu et contextu consideratam (CIC, can. 17; 
CCEO, can. 1499), pero sin descuidar los llamados criterios secun, 
darios, que ya la doctrina clásica sobre la interpretación canónica 
consideraba complementarios - a veces necesariamentecomplemen, 
tarios 26 - de la exégesis textual, es decir: los eventuales lugares 
paralelos, los fines y las circunstancias de la ley y la mens legislatoris; 
h) respecto a este último criterio hay que señalar, para evitar 
equívocos, que la mens legislatoris no se puede identificar siempre 
con la mens consultorum 27 ni tampoco con la mens Patrum Commi, 
sionis que, en el proceso de elaboración de los esquemas o proyectos 
legislativos de los dos Códigos -CIC y CCEO- aparece en las 
actas de los Grupos de estudio o de las Plenarias, publicadas respec, 
tivamente en Communicationes o en Nuntia. Ciertamente, las opinio, 
nes mayoritarias que se discuten y votan en estas reuniones tienen 
mucha importancia, especialmente cuando el texto del proyecto o 
esquema no ha sido modificado después del último examen realizado 
personalmente por el Santo Padre o en Su presencia; pero la mens 
legislatoris puede resultar de otros actos magisteriales o legislativos 
relacionados con el concreto texto canónico que se examina. 
111. JUICIOS O DICTÁMENES DE CONGRUENCIA LEGISLATIVA 
Ya se ha indicado anteriormente que esta función ha sido 
confiada al Consejo Pontificio para asegurar la necesaria tutela jurí, 
dica del principio de la jerarquía de las normas, introducido en el 
nuevo Código de Derecho Canónico: a legislatore inferiore lex iuri 
superiori contraria valide ferre nequit (can. 135 § 2). Se trata de una 
función de carácter interpretativo, que no se contemplaba en el 
primer proyecto de reforma de la Consto Ap. Regimini Ecclesiae Uni, 
versae sobre la Curia Romana, preparado por la Comisión de la que 
26. Cfr. sobre este tema J.L. GUTIÉRREZ, La interpretación literal de la ley, que se publica 
en este mismo número de «Ius Canonicum». 
27. Así se ha hecho notar más de una vez en los votos y en las discusiones que tienen 
lugar en sede de Consulta durante los trabajos del Consejo. Y ha sido puesto de manifiesto 
también por la doctrina: cfr. J.L. GUTIÉRREZ, Alcune questioni ... , cit., pp. 524-525. 
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era presidente el Cardo Antonelli y relator Mons. Onclin 28, pero que 
fue introducida por la sucesiva Comisión presidida por el Cardo 
Sabattani 29 y sancionada definitivamente en el arto 158 de la Consto 
Ap. Pastor Bonus, en los siguientes términos: «lis quorum interest 
postulantibus, decemit utrum leges particulares et generalia decreta, a 
legislatoribus infra supremam auctoritatem lata, universalibus Ecclessiae 
legibus consentanea sint necne». 
Con la atribución de esta función al Consejo Pontificio para la 
Interpretación de los textos legislativos, se confía establemente a un 
organismo de la Santa Sede, por primera vez en la historia de la 
Iglesia, una competencia similar a la que en los ordenamientos· civi, 
les tienen los Tribunales Constitucionales. De todos modos, he que.; 
rido subrayar la palabra similar, ya que si bien en la práctica la 
finalidad es idéntica (salvaguardar el principio de la jerarquía nor, 
mativa), sin embargo, el instrumento jurídico y la amplitud de la 
competencia no son ciertamente los mismos en los ordenamientos 
estatales y en el ordenamiento canónico. En primer lugar, porque el 
Consejo no es un tribunal; en segundo lugar, porque su competencia 
-a falta de una ley constitucional o fundamental- no está delimita, 
da, como ocurre en los Estados, por la naturaleza de las leyes (las 
llamadas leyes ordinarias) sino por la fuente de derecho de la que 
emanan (los legisladores infra supremam auctoritatem). Las razones de 
esta diferencia, que hacen del Consejo un organismo atípico desde 
el punto de vista civilístico -como atípica es la misma sociedad 
eclesiástica respecto a las sociedades puramente humanas- han 
sido las siguientes: 
Como es sabido 30, en sede de elaboración del proyecto de la 
Lex Ecclesiae Fundamentalis y concretamente en las primeras fases del 
28. Ya he comentado al respecto (cfr. J. HERRANZ, Il Pontifizio Consiglio della Interpreta-
zione dei Testi Legislativi, en La Curia Romana, Ed. Vaticana, p. 477, nota 43) que probable-
mente no se trató de un olvido. Más bien hay que pensar que Mons. Onclin, relator también 
del grupo especial de estudio «De Lege Ecclesiae Fundamentali,. en el seno de la Comisión 
para la Revisión del ClC 1917, hizo presente que a tal función se había ya provisto en el 
Schema de la LEF, en el can. 83 del proyecto revisado en la X.' sesión de estudio, 23-27 de 
febrero de 1976: cfr. Communicationes, 9 (1977), pp. 295-297. 
29. Cfr. Schema Legis Peculiaris De Curia Romana, Typis Polyglottis Vaticanis, 1985, Art. 114. 
30. Cfr. Schema Legis Ecclesiae Fundamentalis octubre de 1973 y Schema Legis Ecclesiae 
Fundamentalis, febrero de 1976: cfr. Communicationes 9 (1977), pp. 295-297. 
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trabajo tras la consulta hecha al Episcopado, había sido preparado el 
siguiente texto: «A supremo Ecclesiae tribunali nulla declarari potest 
quaevis alía lex et quodvis decretum vel praeceptum, quae huius Legis 
Fundamentalís praescriptis sint contraria, et quidem sive ad petitionem 
eorum qui se grava tos existiment sive ex officio». Se trataba, por tanto, 
de una trasposición al ordenamiento de la Iglesia de la misma técni, 
ca jurídica de las sentencias de inconstitucionalidad, operantes en 
los ordenamientos estatales; lo cual no dejó de suscitar perplejidad 
incluso entre los canonistas 31. 
En efecto, en el Estado de Derecho (democrático) tanto la 
autoridad del Jefe del Estado como su actividad de gobierno, están 
sometidas a la Constitución; y las sentencias de los correspondientes 
Tribunales constitucionales obligan igualmente al supremo Juez de 
la N ación. Por ello, según el derecho constitucional, al previsto 
supremum Ecclesiae tribunalí se debería haber sometido también la 
potestad legislativa personal del Papa. Yeso habría sido contrario al 
principio teológico,canónico Prima Sedes a nemine iudicatur 32. Más 
aún, por lo que se refiere a las leyes emanadas por los Sínodos de las 
Iglesias orientales católicas, se hizo notar en sede de la Comisión 
especial para la LEF, que un tribunal así, considerado de algún modo 
por encima del Papa, difícilmente habría sido recibido por estas 
Iglesias: «orientales enim unam admittent auctoritatem Romani Pon, 
tificis ad iudicandum de suis legibus» 33. Estos son los motivos prin' 
cipales por los que el comienzo de la mencionada norma se cambió 
en las sucesivas redacciones del esquema, del siguiente modo: «Uni 
Romano pontifici competit, per se vel per peculiare institutum ab . ipso 
conditum, nullam declarare aliam legem sicut et ... » 34. 
Decidido posteriormente el abandono del proyecto de la LEF, 
pero retomada, en sede de la Comisión para la nueva ley peculiar de 
la Curia Romana, la cuestión de la necesaria tutela de la jerarquía 
31. Cfr. por ejemplo De Lege Ecclesiae Fundamentali condenda, actas del Conventus 
canonistarum hispano-germanus, Salaman,ca 1974, pp. 75-87; 157-158. 
32. Sancionado obviamente en el ClC 1917 (can. 1556) yen el ClC 1983 (can. 1404). 
Cfr. también can. 333, § 3 y, por lo que se refiere a los acta ve! instrumenta a Romano Pontifice 
in forma specifica confirmata, el can. 1405, § 2. 
33. Communicationes, 9 (1977), p. 296. 
34. Cfr. proyectos de la Lex Ecclesiae Fundamentalis de junio de 1976, de enero de 1980 
(Communicationes, 13 [1981],81) y de abril de 1980. 
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normativa, fue introducido el siguiente texto en el esquema de 1985, 
que ha permanecido después sustancialmente invariado: «iis quorum 
interest postulantibus, decemit utrum leges particulares et generalia decre, 
ta, a legislatoribus infra supremam auctoritatem lata, cum universalibus 
Ecclesiae legibus conformia sint» 35. La misma Comisión se planteó el 
problema de si ese peculiare institutum debía ser un tribunal (concre, 
tamente la Signatura Apostólica a través de una eventual sección 
cuarta), en cuanto que se trataría de controversias acerca de concre, 
tos procedimientos legislativos acusados de ilegitimidad; o bien el 
Pontificio Consejo De Legibus Interpretandis (éste era entonces su 
nombre), en cuanto que se trataría de examinar la conformidad o no 
de una ley particular con la ley universal, lo que en sustancia impli, 
ca una función interpretativa. Prevaleció de hecho la segunda opi, 
nión 36, y esta opción -que permaneció también en el sucesivo 
proyecto de la Comisión cardenalicia presidida por el Cardo Baggio-
recibió en la Pastor Bonus la sanción definitiva del Legislador. 
Como se puede fácilmente intuir, con esta elección se confía 
al Consejo para la Interpretación de los textos legislativos una fun, 
ción particularmente delicada, tanto desde el punto de vista cientí, 
fico como pastoral. Entre otras cosas, porque la posible respuesta 
negativa a la duda sobre la conformidad o no del procedimiento 
legislativo a examen con la ley universal, tiene consecuencias prác, 
tic as importantes en el gobierno, como son la anulación de la ley o 
el mandato imperativo para que el legislador inferior la modifique. 
Obviamente, los miembros del Consejo estamos dispuestos a evitar 
-a través del cuidadoso procedimiento previsto en el Reglamento-
que el hecho de no seguir la vía judicial suponga una menor garan, 
tía, sea de la prudencia para admitir las exposiciones o indicaciones 
presentadas por quienes tengan derecho, sea de la profundidad y 
ecuanimidad en el estudio que se deberá hacer en cada caso concre, 
too Por lo demás, también el estudio que se hace en sede judicial 
comporta sustancialmente una interpretación aplicativa de la ley, y 
las sentencias no son sino interpretaciones auténticas de carácter 
particular. 
35. Cfr. Schema Legis peculiaris De Curia Romana, de 1985, cit, arto 118, p. 58. 
36. Cfr. Ibidem, p. 17. 
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Se ha dicho -si bien la comparación es siempre analógica-
que la relación entre derecho particular y derecho universal es, de 
algún modo, la misma que existe entre Iglesias particulares e Iglesia 
universal, de tal manera que, en cierta medida, puede aplicarse a 
aquella relación cuanto se puede afirmar de este nexo 37. Precisamen, 
te por este motivo, hay que precisar que la labor del Consejo no 
podrá ser nunca un freno al desarrollo del derecho particular, cuya 
congruencia con la ley universal de la Iglesia debe tutelar. Será más 
bien -así lo estamos comprobando- un factor de armonía y de 
complementariedad, como se explica también a continuación 
IV. LA RECOGNITIO DE LOS DECRETOS GENERALES DE LOS OR, 
GANISMOS EPISCOPALES 
El arto 157 de la Pastor Bonus establece que al Pontificio 
Consejo para la Interpretación de los textos legislativos «subicienda 
. sunt a Dicasterio competenti pro recognitione decreta generalia Episcopo, 
mm coetuum ut examinentur ratione habita iuridica». 
Se trata, pues, de una ayuda que el Consejo presta a los otros 
Dicasterios de la Curia (concretamente las Congregaciones para los 
Obispos y para la Evangelización de los Pueblos), a los que compete, 
en el ámbito de las respectivas jurisdicciones eclesiásticas de ellos 
dependientes, la recognitio o revisión de los decretos generales, sean 
de carácter legislativo o ejecutivo 38, elaborados por los «organismos 
episcopales», es decir, por las Conferencias episcopales 39 y los Con, 
cilios particulares 40. Es praxis de las dos Congregaciones antes cita' 
das · enviar a los demás Dicasterios competentes ratione materiae, 
pidiendo que hagan eventuales observaciones, los textos de tales 
decretos generales. Tras la entrada en vigor de la Pastor Bonus, las 
37. Cfr. P.A. BONNET, La Codificazione canonica nel sistema de/le fonti tra continuitil e 
discontinuita, en AA. W., Perché un Codice nella Chiesa, Bologna 1984, p. 105 
38. Cfr. Comisión Pontificia para la Interpretación auténtica del CIC, Responsum de 5 
de julio de 1985: AAS, 77 (1985); Communicationes, 17 (1985), 262. 
39. Cfr. CIC, can. 455, § 2. 
40. Cfr. CIC, can. 446. Por lo que se refiere a los «organismos episcopales" de las Iglesias 
orientales católicas, el Consejo está a diposición del Romano Pontifice en orden a cuanto 
está previsto para la legislación particular de cada una de las Iglesias sui iuris (cfr. CCEO, 
cann. 110, § 1; 150, §§ 2 y 3; 174) Y para los Conventus Hierarcharum del can. 322. 
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mismas Congregaciones envían también al Consejo Pontificio para la 
Interpretación de los textos legislativos dichos decretos generales, 
solicitando un dictamen técnico. La ratio iuridica en base a la cual el 
Consejo examina cada texto tiene un doble aspecto: en primer lugar 
-y esto implica su función de interpretación- de congruencia de 
los mismos decretos generales con las leyes universales (para garan, 
tizar la communio in regimine); y en segundo lugar, de precisión 
terminológica y conceptual. 
Quizás no será superfluo añadir, para evitar posibles equívocos, 
que la introducción del Consejo en el proceso de revisión de los 
decretos generales de las Conferencias episcopales tiene un carácter 
de servicio, que no perjudica para nada la legítima autonomía y la 
potestad legislativa ad normam iuris 41 de tales organismos, con inde, 
pendencia de la consideración de cuáles sean desde el punto de vista 
doctrinal el origen y la naturaleza -propia o delegada- de la 
misma potestad 42. Es decir, el Consejo simplemente colabora en la 
revisión de tales decretos, para que éstos cumplan del mejor modo 
posible su finalidad de completar la ley universal y de adaptarla a las 
41. De hecho, cualquier potestad legislativa en la Iglesia exercenda est modo iure prescripto 
(can. 135, § 2), Y por lo que se refiere a las Conferencias episcopales, la ley universal ha 
establecido algunas normas, tanto sobre las materias que pueden o deben ser objeto de tal 
legislación, como sobre las condiciones ad validitatem (can., 455, §§ 1-2). 
42. Como es sabido, esta es una cuestión muy debatida. Hay canonistas para los que las 
Conferencias episcopales, al emanar estos decretos generales, actúan colectivamente (cfr. 
can. 119) una potestad ordinaria (cfr. can. 131, § 1), si bien sólo respecto a las materias en 
las que son competentes, de acuerdo con el can. 455, § 1 (cfr. J.!. ARRIETA, in ~.W., 
Código de Derecho Canónico, edición anotada, Pamplona 1983, p. 324; C. DE DIEGO LORA, 
Las competencias normativas de las Conferencias Episcopales, en "Ius Canonicum», XXIV 
(1984), pp. 527570, ver especialmente pp. 532-543) . Otros autores, basándose bien en el 
texto conciliar (Decr. Christus Dominus, n. 38) en el que se fundamenta el can., 455, § 1, 
bien en el paralelismo que existe entre este canon y el can. 30 (sobre los decretos generales 
emanados por quien potestate exsecutiva tantum gaudet), concluyen que las Conferencias 
Episcopales no tienen una potestad legislativa propia, sino sólo delegada por la Suprema 
potestad (cfr. por ejemplo, F.J. URRUTIA, Responsa Pontificiae Commissionis Codicis Iuris 
Canonici authentice interpretando, 1, en «Periodica», LXXIV [1985], pp. 609-616). finalmen-
te, otros sugieren, quizás de modo acrítico, que las Conferencias episcopales -que se 
deberían asimilar a los Concilios particulares- tienen potestad legislativa propia, en base a 
la colegialidad y a la communio (cfr. D.B. MURRAY, The Iegislative Authority of the Episcopal 
Conference, en "Studia Canonica», 20 [1986), pp. 34-47). Sobre esta problemática cfr, entre 
otros, AA. W ., Naturaleza y futuro de las Conferencias Episcopales, Salamanca 1988, ver 
especialmente pp. 99-135; 148-190; 290-334; AA. W., Studi sulle Conferenze Episcopali, en 
«Ius Ecclesiae», 1 (1989), pp. 3-69. 
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necesidades pastorales específicas de las correspondientes Iglesias 
particulares. 
Entre las Conferencias episcopales, que según el CIC son ins~ 
titutos permanentes (can. 447) dotados ipso iure de personalidad 
jurídica (can. 449, § 2), Y los Concilios particulares, que no tienen 
estas características (cfr. cann., 439, § 1 Y 442, § 1,1.°), existen 
notables diferencias, también por lo que se refiere a su origen histó~ 
rico, su composición y su fin. Ahora bien, en cuanto al ejercicio de 
su potestad legislativa, tanto los actos de las Conferencias como los 
de los Concilios particulares están sujetos a una misma condición de 
validez: sus decretos no pueden promulgarse legítimamente hasta 
que no sean reconocidos o revisados (recognita: cfr. cann. 446 y 455 
§ 2) por la Santa Sede. 
En cuanto a su significado jurídico, la recognitio debe conside~ 
rarse como un acto de la suprema potestad con el que se permite 
con autoridad (se autoriza) la promulgación de una ley o de un 
decreto legislativo de la autoridad inferior. No obstante, como se 
señaló durante los trabajos de preparación del nuevo CIC, tal «re~ 
cognitio non est tantum formalitas quaedam, sed actus potestatis regimi~ 
nis, absoZute necessarius (eo deficiente actus inferioris nullius valoris est) 
et quo imponi possunt modificationes, etiam substantiaZes in lege veZ 
decreto ad recognitionem praesentato» 43. Pero hay que hacer notar que 
con la recognitio no se cambia ni la naturaleza ni el autor del proce~ 
dimiento. El acto -en este caso un decreto general- continúa 
siendo un acto de la autoridad inferior -Conferencia episcopal o 
Concilio particular- que lo ha emanado y lo promulga. 
V. ASISTENCIA TÉCNICO~ JURÍDICA A LOS DEMÁS DICASTERIOS 
DE LA CURIA 
Dos son las modalidades de esta ayuda: a) colaboración con 
todos los demás Dicasterios, y particularmente con las Congregacio~ 
43. Pontificia Commissio Codici Iuris Canonicis Recognoscendo, Relatio complectens 
symhesim animadversionum ... , Typis polyglottis Vaticanis, 1981, p. 192, cfr. Communicationes 
15 (1983), p. 173. 
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nes, «para que los decretos generales ejecutivos y las instrucciones 
que deben emanar, sean conformes con las normas del derecho 
vigente y estén redactadas en la debida forma jurídica» (Const. Ap. 
Pastor Bonus, arto 156); b) estudio de las dudas en la interpretación 
de las leyes universales de la Iglesia, que los otros Dicasterios, a 
propuesta del respectivo Congreso, plantean a nuestro Consejo (cfr. 
Reglamento General de la Curia Romana, arto 104). 
a) Por lo que respecta al primer tipo de asistencia, hay que 
señalar que en la práctica no constituye una novedad. En efecto, ya 
en marzo de 1968, una carta circular de la Secretaría de Estado 44 
establecía una colaboración similar entre la Comisión Pontificia para 
la revisión del CIC 1917 y los demás Dicasterios de la Curia; y esta 
ayuda de hecho ha continuado, incluso de modo más consistente y 
regular, tras la promulgación del nuevo Código. Por ello, ya en el 
primer esquema de reforma de la Consto Ap. Regimine Ecclesiae Uni, 
versae, se introdujo, en la segunda parte del n. 12 7 del proyecto, una 
norma muy parecida a la actual, aunque redactada de modo más 
perentorio: «Eiusdem Commissionis imprimis est providere ne legum 
universalium ordinariarum edendarum praescripta canonis Legis Ecclesiae 
Fundamentalis sint contraria atque curaret ut earundem legum textus 
recta forma iuridicaconcipiatur¡ item quae Dicasteria Curiae Romanae 
edere intendunt exsecutoria decreta generalia atque instructiones ad legurri 
praescriptis maiorem lucem afferendam, legum praescriptis sint congruae 
et debita forma componantur» 45. Una vez suspendida la promulgación 
de la Lex Ecclesiae Fundamentalis, ya no tiene razón de ser la función 
de asegurar la congruencia normativa entre los proyectos de las leyes 
universales ordinarias y esa ley canónica supremi ordinis a la que se 
habría dado el carácter constitucional o fundamental. Cabe todavía 
preguntarse: ¿por qué motivo se suprimió también del texto definiti, 
vo de la Pastor Bonus la referencia al cuidado, en la fase de prepara' 
ción, de la corrección técnica (textus recta forma iuridica concipiatur) 
44. Carta Prot. N. 115.121, de 25 de marzo de 1968. En ella se indicaba a todos los 
Dicasterios de la Curia la conveniencia de realizar una «petición formal de dictamen técnico 
(a la Comisión para la revisión del CIC), cuando el Dicasterio haya sido encargado de la 
preparación de documentos de carácter jurídico, cuyo contenido suponga ul1a modificación 
o integración de la legislación vigente en la Iglesia latina». . 
45. Proyecto de la Comisión presidida por el Cardo Antonelli (1978), sometido después 
al examen del Colegio Cardenalicio en los Consistorios de 1979 y 1982. 
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de las mismas leyes universales ordinarias? Me parece que la respues' 
ta se encuentra indirectamente en el arto 18 de la misma Constitu, 
ción, donde se establece que «los Dicasterios no pueden emanar 
leyes o decretos generales con fuerza de ley, ni derogar las prescrip, 
ciones del derecho universal vigente». Por tanto, ningún Dicasterio 
-tampoco las Congregaciones, cuya potestad es sólo administrativa 
o ejecutiva- tiene funciones de naturaleza legislativa 46. No habría 
sido, pues, lógico establecer que el Consejo tuviera que ayudar a los 
Dicasterios en una tarea que no les es propia. Sí les es propia, en 
cambio, la emanación de decretos generales ejecutivos y de instruc, 
ciones, para facilitar y urgir la recta aplicación de las leyes: y es en 
la preparación de estos documentos de gobierno donde el Consejo 
presta a las Congregaciones la asistencia que le viene ordinariamen, 
te solicitada. 
Es verdad que el Romano Pontífice, a diferencia de los legisla, 
dores infra auctontatem supremam, puede delegar su potestad legisla, 
tiva, aunque ordinariamente no lo haga. En realidad, como oportu, 
namente se ha hecho notar, «el Papa puede confiar a algunos Dicas, 
terios o grupos de personas la preparación de textos legislativos, pero 
quien les da la fuerza de leyes sólo, y personalmente, el Papa» 47. De 
ahí que será el mismo Romano Pontífice quien juzgará, caso por 
caso, si es conveniente u oportuno pedir la colaboración del Consejo 
Pontificio para la Interpretación de los textos legislativos también 
para la preparación de nuevos proyectos legislativos (leyes o decretos 
generales); o bien solamente para asegurar a posterion, pidiendo su 
parecer sobre eventuales proyectos o esquemas, que éstos son jurídi, 
camente correctos (conformidad con las normas del derecho vigente 
que el Legislador no pretenda derogar, precisión terminológica y de 
redacción, etc.) 48. 
46. Este criterio general cierra de algún modo la larga polémica entre los canonistas 
sobre si las Congregaciones de la Curia Romana tienen potestad legislativa o no. No 
obstante, existe la posibilidad de que un Dicasterio por mandato y «con específica aproba-
ción del Romano Pontífice» (Const. Ap. Pastor Bonus, arto 18) pueda emanar un decreto 
general legislativo de acuerdo con el can. 30. De todas formas, se tratará a lo sumo de un 
acto de potestad legislativa delegada, y no propia. 
47. R.J. CASTILLO LARA, La Costituzione Apostolica "Pastor Bonus» in prospetti"a giuridica 
en L'Osservatore Romano, 16 de julio de 1988, p. 1. 
48. De hecho, en el esquema de la Comisión presidida por el cardo Sabbatani (Schema 
Legis Peculiaris De Curia Romana, Tipys Polyglottis Vaticanis, 1985), se decía en el arto 114, 
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b) Por lo que se refiere a las dudas jurídicas que, a propuesta 
del respectivo Congreso, los otros Dicasterios plantean al Consejo, 
cabe decir que han sido y siguen siendo de dos tipos. Algunas, en las 
que se ha constatado la existencia de un verdadero dubium iuns, dan 
lugar a interpretaciones auténticas: así ha sucedido, por ejemplo, 
respecto a los Obispos auxiliares y la presidencia de las Conferencias 
episcopales; a la elección del presidente de los Cabildos de canóni~ 
gos; al Dicasterio competente para recibir el recurso suspensivo con~ 
tra el decreto de dimisión de los religiosos; a la tipificación del delito 
de aborto, etc. Otras veces -la mayoría- las dudas que se nos 
proponen requieren sólo clarificaciones jurídicas en orden a la recta 
aplicación de la ley en determinados supuestos y circustancias con, 
cretas: en estos casos la respuesta (que normalmente se elabora en 
sede de Congreso o de Consulta) no es jurídicamente vinculante; 
tiene solamente el valor moral de un dictamen técnico cualificado, 
que deja intacta la competencia y la libertad de decisión del corres' 
pondiente Dicasterio. 
VI. METODOLOGÍA DE TRABAJO 
El Consejo Pontificio tiene un Reglamento propio, aprobado 
ad quinquennium por el Cardo Secretario de Estado el 4 de junio de 
1994. Este Reglamento completa, como prevé la Consto Ap. Pastor 
Bonus 49, el Reglamento General de la Curia Romana de 7 de marzo 
de 1992, a cuyas normas se reenvía todo lo que se refiere a la 
asunción y a las atribuciones específicas del personal, el procedimien, 
to general de trabajo, etc. 
Prescindiendo de otras disposiciones también de carácter orga, 
nizativo pero demasiado particulares (biblioteca, publicaciones del 
Consejo, instrumentos informáticos, etc.), me parece útil recoger 
aquí, añadiendo a la vez algunas breves aclaraciones y datos estadís, 
ticos, las normas sobre la composición del Consejo y el procedimien, 
que contenía la primera norma sobre el Pontificium Consilium de Legibus Interpretandis: 
Consilii munus in legibUs interpretandis atque in novis legum textibus exarandis praesertim consistit. 
49. cfr. Art 38. 
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to de trabajo, de acuerdo con las diversas competencias que han sido 
confiadas al Dicasterio. 
a) Composición 
Se dice en el Art. 2 del Reglamento: «El Consejo está com~ 
puesto por el Presidente, por Cardenales -entre ellos los Prefectos 
de aquellos Dicasterios de la Curia con competencias de carácter 
prevalentemente disciplinar-, por Patriarcas Orientales y por Obis~ 
pos particularmente expertos en derecho canónico». 
Actualmente, el Consejo está formado por 15 Cardenales, en~ 
tre ellos un Patriarca y un Arzobispo Mayor; otros tres Patriarcas 
orientales y tres Arzobispos y Obispos. De los Cardenales de Curia, 
son miembros del Consejo los Prefectos de las Congregaciones para 
los Obispos, para las Iglesias Orientales, para el Clero, para los 
Institutos de vida consagrada y las Sociedades de vida apostólica, 
para la Evangelización de los Pueblos, para el Culto divino y la 
Disciplina de los Sacramentos y para la Educación Católica, así 
como el Prefecto del Tribunal Supremo de la Signatura Apostólica y 
el Presidente del Consejo para los Laicos. Es oportuno señalar que la 
presencia en las Sesiones ordinarias o plenarias de estos Jefes de 
Dicasterio, no es suficiente para considerar cumplida la cláusula del 
ya citado Art. 155 de la «Pastor Bonus» relativo a las interpretacio~ 
nes auténticas: «auditis in rebus maions momenti Dicasteriis, ad quae 
res ratione matenae pertinet». En efecto, esta consultación, que de 
ordinario tiene lugar en la fase de preparación de las Consultas, se 
refiere al Dicasterio en cuanto tal, yQ.O sólo a la persona del Prefec~ 
to o del Presidente, aunque su presencia después en las Sesiones del 
Consejo -tras el laborioso iter de estudio- revista una particular 
utilidad . . 
En cuanto al cuerpo consultivo, actualmente se compone de 
63 Consultores de 24 nacionalidades: 12 Arzobispos y Obispos, 24 
sacerdotes seculares, 18 sacerdotes religiosos, 2 religiosas y 6 laicos, 
hombres y mujeres. Casi todos los Consultores son profesores en 
facultades o institutos de Derecho canónico, o jueces en tribunales 
pontificios o diocesanos. 
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b) Interpretación de las leyes universales de la Iglesia 
Las correspondientes normas de procedimiento del Reglamen~ 
to propio del Consejo son: 
«Artículo 15. § 1. El Consejo responde de forma oficial a las 
cuestiones planteadas por los Dicasterios de la Curia Romana, por 
los Organismos episcopales, por los Ordinarios latinos y por los 
Jerarcas orientales. 
§ 2. A cualquier otra petición se dará respuesta apropiada. 
Artículo 16. § 1. Las cuestiones dirigidas al Consejo son exami~ 
nadas por los Superiores y, si su consistencia jurídica lo aconseja, 
también por el Congreso. 
§ 2. En el Congreso se decide ordinariamente qué dudas admi~ 
tir en orden a una posible interpretación auténtica, y a cuáles dar 
sólo una respuesta en forma de clarificación, de acuerdo con el arto 
18. 
Artículo 17. Las cuestiones planteadas al Consejo que no se 
refieran a la interpretación de la ley sino más bien a su correcta 
aplicación, como norma se transmiten al Dicasterio competente ra~ 
tione materiae, acompañadas, si es necesario, del parecer "del Consejo. 
De esta transmisión se da aviso a quién realizó la petición. 
Artículo 18. Cuando las dudas proceden de un no apropiado 
conocimiento de la ley, o al menos han de considerarse subjetivas 
por ser el texto de la ley claro en sí mismo, se responderá en forma 
de clarificación, aunque en modo oficial. Responde el Presidente, 
oído el parecer del Secre.tario, y si la materia lo exige, del Congreso, 
oído también el parecer de los Consultores, según el asunto que se 
examina. En el texto de la respuesta se hará notar que no se trata 
de una interpretación auténtica. 
Artículo 19. §. 1. Para las dudas admitidas en orden a una 
posible interpretación auténtica se exige, según su importancia y 
dificultad, el voto escrito dedos o más Consultores. Recibidos los 
votos, el Secretario convoca la Consulta, enviando simultáneamente 
y con suficiente antelación la documentación correspondiente. 
§ 2. En la Consulta, mediante el estudio y la discusión de cada 
una de las cuestiones propuestas -normalmente no más de dos o 
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tres- se procede a la formulación definitiva de los Dubia, que 
después se someten a la Sesión ordinaria o a la Sesión plenaria. 
§ 3. A la Consulta son invitados al menos seis Consultores 
-incluidos los que han redactado los votos para la cuestión en 
estudio- y eventualmente también algunos colaboradores externos 
particularmente expertos en alguna de las materias que deban tra, 
tarse. El Oficial encargado redactará cuidadosamente el acta de la 
discusión y de las conclusiones a las que se haya llegado en la 
Consulta. 
Artículo 20. § 1. El Presidente convoca la Sesión ordinaria y la 
plenaria como norma con un mes de anticipación. A los Miembros 
se envía la «positio» de cada una de las cuestiones por tratar, que 
comprende, además del «Dubium» propuesto, el parecer de la Con, 
sulta, los votos de los Consultores, y cualquier otra documentación 
útil para el conocimiento y examen de los problemas, así como el 
parecer del Dicasterio o Dicasterios interesados ratione materiae. 
§ 2; Para cada una de las cuestiones que deban tratarse, el 
Presidente confía a uno de los Miembros, previo acuerdo, el encargo 
de actuar como ponente. 
Artículo 21. En base a las resoluciones de la Sesión plenaria o/y 
de la Sesión ordinaria, recogidas cuidadosamente por el Subsecreta, 
rio en el acta, se prepara para cada cuestión un Folio de Audiencia, 
en el que sintéticamente se exponen los pareceres de los miembros 
presentes en la Reunión y las conclusiones alcanzadas, ordinariamen, 
te en forma de responsum al dubium propuesto. 
Artículo 22. § 1. Las resoluciones tomadas por las Sesiones 
plenaria y ordinaria se presentan en Audiencia, para la respectiva 
decisión por parte del Sumo Pontífice~ ' 
§ 2. Las resoluciones de las Sesiones plenaria y ordinaria apro, 
badas por ,el Sumo Pontífice, se notificarán a la Secretaría de Estado 
y eventualmente a los otros Dicasterios interesados ratione materiae. 
§ 3. Las interpretaciones auténticas a las que se quiere dar 
fuerza de ley, se promulgan según la norma del derecho. 
§ 4. Las decisiones que deban ser publicadas serán transmiti, 
das, a través de la Secretaría de Estado, tanto a L'Osservatore Roma, 
no, como a los Acta Apostolicae Sedis». 
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Hasta el uno de julio de 1995 se han sometido a las Sesiones 
ordinarias o plenarias del Consejo 45 cuestiones. De ellas, 25 han 
recibido respuesta en forma de interpretación auténtica ya promul, 
gada, y, por tanto, con fuerza de ley. Para las demás cuestiones no 
se consideró necesaria una interpretación auténtica, o bien -en 
algunos casos- la interpretación no ha sido publicada, por decisión 
del Santo Padre, en atención a la materia o al destinatario de la 
propia interpretación. Todas las interpretaciones auténticas publica, 
das se refieren al Código de Derecho Canónicoj concretamente: 3 al 
Libro Ij 12 al Libro I1j 2 al Libro III. 4 al Libro IVj 1 al Libro Vj 1 
al Libro Vlj 4 al Libro VII. 
Lógicamente, las respuestas del Consejo a las peticiones de 
dictámenes y clarificaciones (por parte de Obispos, Conferencias 
Episcopales, jueces de Tribunales eclesiásticos, párrocos, profesores 
o estudiantes de Derecho Canónico, etc.) que no han requerido una 
interpretación auténtica, han sido más numerosas, y han superado 
las 400. También en este caso la mayor parte de las consultas 
planteadas se referían a los Libros II y IV del Cle. Otras, en cambio, 
han versado ya sobre cánones del CCEO, de más reciente promul, 
gación, y que vincula un número mucho menor de fieles 50. 
c) Decisiones sobre la congruencia legislativa 
En el Reglamento del Consejo se prescribe lo siguiente: 
«Artículo 23. § 1. Las peticiones legítimamente presentadas en 
esta materia por los interesados, si y en la medida en que necesaria, 
mente suponen un examen interpretativo de los correspondientes 
textos, se sujetarán al mismo iter de estudio que se sigue para la 
interpretación de las leyes, hasta la presentación al Sumo Pontífice 
50. Las traducciones del latín ya realizadas, o que están a punto de terminarse o ya en 
la imprenta, permitirán a estos fieles conocer mejor la normativa común a todas sus Iglesias 
rituales. Nuestro Consejo Pontificio se ha ocupado además de la preparación de una «editio 
princeps» del CCEO «fontibus aucta», como se hizo en 1989 con el CIC, que esperamos 
podrá ser editada y distribuida por la Libreria Editrice Vaticana antes del fin del corriente año 
1995. 
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en Audiencia de las deliberaciones y decisiones de la Sesión ordina~ 
ria o de la Sesión plenaria. (Cfr. arto 16~22, § 1) 
§ 2. El examen acerca de la congruencia legislativa de una 
determinada disposición con la ley universal de la Iglesia, se hará 
sobre el texto auténtico de la misma disposición, pidiendo, si es el 
caso, a quien lo ha emanado y al Dicasteriocompetente ratione 
materiae, toda aquella información que se considere conveniente en 
orden al examen de la cuestión. 
Artículo 24. Tras la confirmación por el Legislador del juicio 
emitido por el Consejo, éste último expresa la decisión de congruen~ 
cia o no del texto legislativo examinado con las leyes universales de 
la Iglesia. La decisión -juicio positivo o de congruencia, o bien 
anulación de la ley o mandato imperativo para que sea modificada-
se comunica simultáneamente al Dicasterio competente y al legisla~ 
dor inferior interesado, a los efectos necesarios». 
Respecto a la expresión «peticiones legítimamente presentadas 
en esta materia por los interesados» (Art. 24, § 1), me parece 
oportuno señalar que ha sido deducida, por fidelidad normativa, del 
Art. 158 de la Pastor Bonus, y que se debe entender en el sentido de 
peticiones presentadas por personas sujetas a la ley en cuestión, o 
que tengan al respecto un interés legítimo que tutelar. Hasta hoy, 
han sido sometidas al estudio del Consejo 6 peticiones de dictamen 
o juicio de congruencia legislativa, de las que cinco se han decidido 
ya, mientras que la otra se encuentra aúnen fase de estudio. 
d) «Recognitio» de los decretos de los Organismos ePiscopales 
En los correspondientes artículos del Reglamento del Consejo, 
se prescribe lo siguiente: 
«Artículo 25. Una vez recibidos los proyectos de los decretos 
generales, transmitidos por el Dicasterio competente para conceder 
la recognitio, el Presidente, oído el parecer del Secretario, decide si 
se puede responder inmediatamente, o si por el contrario es conve~ 
niente -por la particular importancia de la materia- continuar el 
estudio de acuerdo con lo previsto por los Art. 19 a 22. 
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Artículo 26. Si la divergencia de posIcIones entre los varios 
Dicasterios competentes en la recognitio y la importancia de la mate~ 
ria exigiesen un ulterior estudio, se podrá sugerir al Jefe del Dicaste~ 
rio interesado proceder mediante una reunión interdicasterial. Ésta 
se convocará, con el beneplácito de la Secretaría de Estado, por 
acuerdo entre los Jefes de Dicasterio interesados, y será presidida por 
el Jefe del Dicasterio competente para conceder la recognitio». 
Me parece oportuno anotar que estas dos normas de procedi~ 
miento, y en particular el Art. 26, son fruto del estudio llevado a 
cabo por una Comisión interdicasterial, a nivel de Secretarios, con~ 
vocada por el Consejo Pontificio para la Interpretación de los textos 
legislativos el 28 de febrero de 1990, con la participación de los 
Se~retarios de las Congregaciones para los Obispos, para la Evange~ 
lización de los Pueblos, para el Culto divino y la Disciplina de los 
Sacramentos y para los Institutos de vida consagrada y las Socieda~ 
des de vida apostólica, así como del Secretario del Tribunal Supre~ 
mo de la Signatura Apostólica. 
Desde la entrada en vigor de la Consto Ap. Pastor Bonus (1 de 
marzo de 1989) hasta hoy, se han examinado casi 800 decretos 
generales de 36 Conferencias episcopales 51. El Consejo ha estudiado 
además, de acuerdo con lo previsto por el can. 451 del CIC, los 
Estatutos de 25 C~nferencias episcopales en orden a la correspon~ 
diente recognitio. 
e) Asistencia técnica a los demás Dicasterios 
Como ya se ha puesto anteriormente de manifiesto, esta asis~ 
tencia abarca, además de la eventual colaboración en la preparación 
de decretos con carácter legislativo de un Dicasterio -por especial 
encargo del Legislador-, tanto el examen de los proyectos de decre~ 
tos generales ejecutivos y de instrucciones, como las posibles dudas 
51. Se trata de las Conferencias episcopales de Africa Meridional, Alemania, Angola, 
Sao Zomé, Argentina, Austria, Bélgica, Canadá, Chile, China (Formosa), Escandinavia, 
Eslovenia, España, Etiopía, Filipinas, Francia, Honduras, Hungría, Irlanda, Italia, India (Rito 
Latino), Japón, Kenia, Méjico, Nicaragua, Nueva Zelanda, Océano Índico, Pacífico (CEPAC), 
Paraguay, Perú, Portugal, Sri Lanka, Suiza, Thailandia, Uganda, USA, Zimbabwe. 
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en la interpretación y aplicación de la ley en casos concretos, que los 
otros Dicasterios pueden plantear a nuestro Consejo. 
Las normas sancionadas en el Reglamento al respecto son las 
siguientes: 
«Artículo 27. § 1. El examen de los proyectos de decretos 
generales e instrucciones de otros Dicasterios, que se someten al 
Consejo de acuerdo con 10 establecido por la Consto Ap. Pastor 
Bonus y por el Reglamento General de la Curia Romana, se hace según 
el procedimiento previsto en los Art. 25 y 26 del presente Regla, 
mento. 
§ 2. Análogo procedimiento se seguirá en el examen de otras 
peticiones relativas_ a textos legislativos, presentadas por los Dicas, 
terios. 
Artículo 28. En el examen de las dudas, planteadas por los 
diversos Dicasterios a tenor del Art. 104 del Reglamento General de 
la Curia Romana, y en las respuestas a los mismos, si se trata de 
interpretaciones auténticas o de clarificaciones, se procederá según 
10 previsto en los precedentes Arts. 15 a 22». 
Esta colaboración o asistencia técnico,jurídica a los demás 
organismos de la Santa Sede es -junto con el examen de los decre,' 
tos generales de las Conferencias episcopales y de los Concilios 
particulares- una de las competencias que, al menos hasta el mo, 
mento, más ha ocupado a nuestro Consejo. Éste, en efecto, ha 
respondido ya a 446 peticiones de parecer por parte de los otros 
Dicasterios de la Curia, y concretamente: 132 de la Secretaría de 
Estado (de ambas secciones); 250 de las Congregaciones; 26 de los 
Tribunales Apostólicos; 29 de los otros Consejos Pontificios; 10 de 
otros organismos de la Santa Sede. 
Sin embargo, me parece oportuno hacer a este respecto una 
consideración que he repetido ya en otras sedes. Se trata de una 
precición necesaria, para evitar que, con una inexacta «interpreta' 
ción extensiva» de cuanto se ha expuesto, nuestro modesto Consejo 
pueda ser considerado una especie de «super,Dicasterio». Pienso que 
eso nunca podrá ocurrir. En primer lugar, porque -como se ha 
visto- las diversas competencias atribuidas al Consejo Pontificio 
para la Interpretación de los textos legislativos, . son de tipo técnico, 
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de estudio, más que de tipo decisional de gobierno. En segundo 
lugar, porque tanto los Superiores, al dirigir y organizar el trabajo, 
como la Consulta y las Sesiones ordinarias y plenarias, al estudiar y 
deliberar sobre las cuestiones en examen, tienen siempre muy en 
cuenta que la interpretación de las normas, la tutela de su orden 
jerárquico, así como la colaboración técnica en su preparación, son 
cosas netamente diversas del empeño de gobierno que vigila, cuida 
y estimula la solícita y correcta aplicación de las leyes. Este empeño 
y esta grave responsabilidad afectan, en cada caso concreto, al Di~ 
casterio competente ratione materiae. Nuestro Cop.sejo permanece en 
el campo bien delimitado de sus concretas y poco aparentes funcio~ 
nes de servicio. 
